
LA UNIDAD DEL ESTADO Y EL PROBLEMA
D E L A E J E C U C I Ó N D E S E N T E N C I A S

En la magnífica conferencia que sobre el problema que plantea la
nueva ordenación de lo contencioso-administrativo en España pronuncia-
ra recientemente Jesús GONZÁLEZ PÉREZ 6e trató el problema de la eje-
cución de sentencias.

Sin duda constituye uno de los temas claves del actual Derecho admi-
nistrativo, y sobre él existe numerosa bibliografía. El fallecido profesor
granadino Miguel CUEVAS publicó interesantes trabajos acerca de esta
cuestión en la «Revista de Derecho Público» allá por el año 1933. Pos-
teriormente, se han ocupado de este mismo tema S. ROYO-VILLANOVA,
Cirilo MARTÍN. RETORTILLO y Jesús GONZÁLEZ PÉREZ.

GONZÁLEZ PÉREZ exponía una solución propugnada por ALCALÁ-ZAMORA
DEL CASTILLO y que consistía en la creación de un Tribunal mixto o de
conflictos, o en arbitrar una solución judicial (1).

Jesús GONZÁLEZ PÉREZ coincide en gran paTte con la solución que
defendió don Nicolás PÉREZ SERRANO en el brillante discurso ron el que
se inauguró el ano 1954 el Instituto Nacional de Estudio? Jurídicos.

Mi ilustre maestro de Derecho Político, don Nicolás PÉREZ SERRANO,
defendía que para oue no ouedasen en mera ilusión las sentencias pro-
feridas por los Tribunales de lo contercioso-administrativo, era preciso
que se publicara por el Tribunal Supremo el texto impero de las sen-
tencias de lo contencioso, con lo cual vendría a prodnrirce vra especie
de coacción moral sobre la Administración. Jes'ís GONZÁLEZ PÉREZ, como
perteneciente a la nueva generación, adop.'a siempre un punto de vista
realista de? ardíante amor a la verdad, míe nos parece muv plausible.

GONZÁLEZ PÉREZ es un macrífico turista, formado en las técnicas pro-
cesales aj mismo tiempo oue en las técnicas adrninfs'ratívas. pero, a
nuestra manera de ver. predomina en él la visión ínrídica sobre la ne-
cesaria vi«ión política <rnr se debe tener siemnre al tratar de Tos prohl»».
mas del Derecho administrativo. A nuestro juicio, el problema de la

(1) En la conferencia pronunciada en la Academia de Jnri«prni!enc{n y
ei6n el 8 de febrero de 1954, eobre La reforma de la Ley de lo contencioso-adminis-
trativo.
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ejecución de sentencias en el actual Estado español es uno de los más
vidriosos y difíciles.

Al intentar resolverlo, sin embargo, no se puede por menos de partir
de la realidad de nuestro ordenamiento jurídico-administrativo, que no
es, en esencia, otra cosa que una consecuencia de nuestro ordenamiento
jurídico-polítjco.

Debe tenerse presente que en España existe un régimen jurídico-
político cuya base indiscutible es el principio de unidad. La unidad
del Estado es algo que debe quedar siempre a salvo y deben evitarse
soluciones jurídicas que, si bien están en su punto para defender el
Estado de Derecho, podía acaso ser tachado de que deñenden más el
calificativo, o sea el Derecho, con olvido de lo sustantivo, que es el Es-
tado. Y para que no 6e nos objete con que queremos defender posiciones
cesaristas o totalitarias —pues nada ha estado nunca más lejos de nues-
tra mente—•, nos adelantaremos a afirmar que, aunque no coincidamos
exactamente con el pensamiento de KELSEN ni el de sus maestros JELLI-
NECK, GERBER O GIERKE, sí pensamos que, desde el punto de vista de la
realidad. Estado ,y Derecho son dos valores inescindibles y complemen-
tarios. Para nosotros, no es concebible un Derecho sin Estado, ni un
Estado sin Derecho, aunque no nos atrevamos a decir que el Derecho
es el Estado o que el Estado sea el Derecho.

Debe tenerse presente también que nuestra realidad jurídico-políticó-
administrativa ha sido muchas veces mal interpretada, puesto que se
han considerado como válidos y predominantes conceptos tomados de
Francia y que aquí se aceptaron sin parar míenles en si entroncaban o
no con la realidad española, que no es otra cosa que la tradición espa-
ñola y el único posible de los progresos.

Todos los autores y tratadistas, cuando hablan de los sistemas teóri-
cos posibles para resolver cuestiones de competencia, mencionan sola-
mente el sistema indicia!, el sistema administrativo, el sistema mixto y
el sistema del poder moderador. Con ello se olvidan dos cosas: la pri-
mera, que existe también -un sistema legislativo de resolver cuestiones
de competencia que puede advertirse en las Constituciones de Chile y
de Perú. La segunda cosa que se olvida es que el sistema llamado del
poder moderador es válido, desde luego, para Francia y sólo discutible-
mente válido para España. Y decimos sólo disrutihlemer>te válido para
España, pues no podemos.desconocer que el R. D. de 1887 fné inspirado
por SANTAMARÍA DE PAREDES y croe en la concepción de SANTAMARÍA DE
PAREDES la Monarrruía era el poder moderador. Ahora bien, en la con-
cención tradicional d<? España, y esfo se advierte claro en el Decreto
de 1854. el Monarca dirime las cuestiones de competencia no como po-
der moderador, sino en uso de su prerrogativa.

El concepto de prerrozativa es uno de los conceptos eje para enten-
der la Monarquía tradicional española como todas las Monarquías tra-
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dicionales. La prerrogativa es un concepto subjetivo frente a la com-
petencia, que es un concepto objetivo. En el francés medieval que utili-
zaban los ingleses se definía la prerrogativa con estas palabras exactísi-
mas : «Tout vient de luy et tout fuit in luy al commencement». El po-
der del Monarca es el poder del Gobierno, es el poder radica] y origi-
nario; el Gobierno es el mínimum de Estado, y con esta expresión no
queremos decir que el Gobierno sea una cosa poco importante en el Es-
tado, sino todo lo contrario. Un Estado es un Gobierno y lo que se crea
después. Cualquier Estado ha nacido siempre en torno a un núcleo ori-
ginario que a veces no es otra cosa que la Administración del Estado
anterior, que en cierto modo supervive, y otras veces es un Estado revo-
lucionario, pero que por muy revolucionario que sea no puede por me-
nos de aceptar en parte mínima la mínima realidad social anterior, que es
su Administración. Una definición realista de la Administración vendría a
afirmar que por Administración se entiende el puente de un Estado a
otro Estado. Esto lo vio muy bien TocQUEViLLE, que demostró hasta qué
punto la revolución francesa no hizo otra cosa que continuar el régimen
tradicional francés.

En España ha habido siempre un concepto básico del Gobierno, y
cuando se ha hablado del Ejecutivo, casi siempre con esta expresión se
quería designar no ün poder del Estado junto a los otros poderes, sino
el poder mínimo sin el cual el Estado no podría existir. Un Estado puede
vivir sin legislación v sin jurisdicción, e incluso en los Estados más fuer-
temente caracterizados por su índole de Estados de Derecho, la juris-
dicción y la legislación constituven sólo una función intermitente y pres-
cindible. Sólo el Gobierno, la Administración y el Ejecutivo representan
lo imprescindible del Estado.

El Monarca ha encarnado en todas las Monarouías tradicionales ese
mínimum de Estado, v ñor ello, cuando surgen conflictos entre I09 po-
deres del Estaco, es el Monarca cruien debe resolverlos, y no por ser nn
poder moderador, sino justamente por 6er como la raíz o venero del Es-
tado mismo.

Desde el pnn»o de vista ÍTirídiro. las cuestiones de competencia j el
problema de onién dehe ejecnfar las sentencias no snn en el fondo otra,
cosa que un problema de de«l¡nd» de atribuciones v r>e be resolverlos arniel
poder eme por definición rp tiere Ptri^"ciones. Y no las tiene porque
es 1" rarón de ser v el orj<rf»n de »««?».• ella».

Muchos autores estiman rme ORTIZ DE ZI'ÑIOA es el fundador del De-
recho administrativo esnañol. v don P e ^ o GÓMEZ nE T.A ?FR!VA fimira
entre loo más destacado* «"•"•imitivos» d«»T Derecho administrativo español.

Lo miíTno OHTIT nv. ZT'ÑTGA m e CÓMET nrc I.A ?FKNA V m-c Coi METRO,
cnanto hoWan del E>>>''"tivn. lo ernp'eon como si"ó»>im<o de Gohi^Tio. V
cuando afi-man one al OoMernn o al Concpío de Ministros n a la Admi-
nistración corresponde la ejecución de sentencias, lo hacen no porque de-
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ficndan un sistema administrativo, sino porque defienden un sistema de
unidad del Estado. Un Estado, antes que legislar, ejecutar o juzgar, es
sí mismo. Y esta mismidad del Estado, esta porción imprescindible y
mínima del Estado, es lo que tradicionalmente se ha llamado el Ejecuti-
vo, que en rigor de verdad es sinónimo de Gobierno.

Es muy interesante, por lo tanto, tener presente que el Ejecutivo o el
Gobierno encarna la unidad del Estado y que 3a tradición española nos
enseña que no existe otro sistema de ejecución de sentencias que el que
encomienda la ejecución al propio Gobierno. Apartarse de este sistema
implicaría un profundo peligro para la unidad del Estado y sería para-
dójico que fuera ahora, en 1954, cuando se propugnaran sistemas atenta-
torios a la unidad del Estado.

Ahora bien, garantizada la unidad del Estado, pues nos parece un
axioma indiscutible, creemos que en la tesÍ9 defendida por PÉREZ SERRA-
NO, ALCALÁ-ZAMORA y GONZÁLEZ PÉREZ hay mucho de eficaz.

Constituiría una burla intolerable para el más elemental sentido ju-
rídico el que las sentencias pronunciadas por los Tribunales adminis-
trativos quedaran sin efecto. Ahora bien, en buenos principios, no se
puede admitir que las sentencias de los Tribunales administrativos se
lleven a ejecución por los mismos Tribunales, sino que deben ser siem-
pre ejecutadas por el Gobierno. Muy cierta e indiscutible la afirmación
de GONZÁLEZ PÉREZ de que no es el Gobierno ni la Administración, sino
una concreta persona física, la que ordena la inejecución o suspensión,
y que cuando esta inejecución está mal ordenada, ello constituye una
expropiación individual de un bien jurídico, que debe dar lugar a la
consiguiente indemnización y debe ser determinante de responsabilidad
por parte de eraren, sin razones para ello, ordenó gue no se llevara a efecto
algo que los Tribunales declararon justo. También es muy posible que,
desde el punto de vista de la técnica procesal, parezca anormal trae las
sentencias de una jurisdicción no las lleve a efecto la misma jurisdicción,
sino el Gobierno. Confesamos que no conocemos muy a fondo la técnica
procesal, y acaso desde el punto de vÍ6ta del Derecho procesal nuestra
postura resulte herética. Estimamos, empero, que, situados en una pers-
pectiva político-administrativa, que es la que por deformación profesio-
nal siemore nos ha parecido más exacta, no hay más remedio orue admi-
tir que las sentencias de los Tribunales de la jurisdicción administrativa
deban ser ejecutados por los órganos ejecutivos o de Gobierno.

El problema de ejecución de sentencias supone acaso el problema
crucial de la sumisión del Estado al Derecho. Creemos oue el Estado debe
estar sometido al Derecho, pero el Estado no se puede someter al De-
recho T>or medios coactivos jurídicos, sino sólo por medios coactivos mo-
rales. Por ello, dictada la sentencia de los Tribunales contencioso-admi-
nistrativos, debe ser el Consejo de Ministros y no el Ministro concreto
quien decida su ejecución, pero es necesario que el Consejo de Ministros
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resuelva oído el informe del Tribunal Supremo, y, en caso de que el
Consejo de Ministros no coincidiera con el informe del Tribunal Supre-
mo, debía pasar el asunto al Consejo de Estado. En caso de que el Go-
bierno estimara que debía discrepar del informe coincidente del Tribunal
Supremo y del Consejo de Estado, el asunto debía pasar a las Cortes y
ésta nos parece una nueva competencia de las Cortes españolas, que, si no
está claramente especificada en la actual legislación, sí deriva sin ningún
esfuerzo del contexto y significación de nuestro ordenamiento actual
de Cortes.

Con este sistema que propugnamos nos parece que queda salvaguardada
la unidad del Estado, y que al mismo tiempo se da un paso importante en la
consecución de un Estado de Derecho, que entendido rectamente es aspi-
ración unánime de la juventud actual.

J. GASCÓN HERNÁNDEZ
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